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Demandante:      María Ana Lid Henao Pineda

Demandado:       Colpensiones y otros


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SEGURIDAD SOCIAL / AFILIACIÓN / TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL / REPARACIÓN DE PERJUICIOS 

REPARACIÓN DE PERJUICIOS DERIVADOS DE LA VIOLACIÓN DEL DEBER DE INFORMACIÓN – Monto.
… El fundamento legal del resarcimiento o indemnización plena de perjuicios por incumplimiento del deber de información de las AFP, se desprende de lo regulado por el Decreto 720 de 1994, puntualmente por sus artículos 4, 10 y 12, con arreglo a los cuales, las sociedades administradoras de fondos de pensiones tienen el deber de verificar “la idoneidad, honestidad, trayectoria, especialización, profesionalismo y conocimiento adecuado de la labor que desarrollarán las personas naturales que vinculen como promotores y (…) Las actuaciones de los vendedores en el ejercicio de su actividad obligan a la sociedad administradora del sistema general de pensiones respecto de la cual se hubiere promovido la correspondiente vinculación”. … En este orden de ideas, el perjuicio por la falta al deber de información corresponde al pago de la diferencia de la mesada pensional reconocida por el RAIS y la que le hubiere correspondido en el RPM, debidamente indexada a la fecha del pago, sin perjuicio de las demás diferencias pensionales que se sigan causando hasta el fallecimiento del afiliado, y de existir beneficiarios hasta la muerte del último de ellos o la desaparición de las causas que le dieron origen a la prestación por muerte del pensionado, pues solo de esta manera se garantizaría la trasmisión de los derechos de este a sus beneficiarios en igualdad de condiciones a la prestación económica que les hubiere reconocido el RPM.
IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LAS OBLIGACIONES DE REPARACIÓN DE PERJUICIOS – Reglas jurisprudenciales de decisión.

… Como se indicó en precedencia, la Sala Mayoritaria de la Corporación, desde la sentencia del 03 de agosto de 2022, Rad. 2021-00260, M.P. Julio César Salazar Muñoz, además de la existencia del perjuicio y la obligación de repararlo, explicó que los perjuicios irrogados dada su naturaleza de prestación periódica y de tracto sucesivo, son imprescriptibles
Esta tesis del Tribunal, respecto a la imprescriptibilidad de la acción de indemnización de perjuicios en los asuntos de traslado del RPM al RAIS, guarda completa armonía con lo decidido sobre la misma materia por el órgano de cierre permanente de la jurisdicción laboral, en sentencia SL 3535 de 2021, en la que alude a la ya citada sentencia SL 373 de 2021, e indica que en caso de la reparación derivada de los perjuicios causados por el incumplimiento del deber de información se ordenará, a título de indemnización de perjuicios, “el pago a cargo de la AFP de la diferencia entre la prestación reconocida en el RAIS y aquella que hubiese tenido en el RPMPD. Esto es, imponer el pago de una renta periódica en los mismos términos en que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida, tanto para el pensionado como para sus potenciales beneficiarios, ordenando compensar o restituir todo aquello a lo que haya lugar”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PRIMERA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Pereira, Risaralda, dieciocho (18) de marzo de dos mil veinticinco (2025) 
Acta No. 13A del 13 de marzo de 2025
Radicación: 66001310500420230030601
La Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y los Magistrados GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO y JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ, último en calidad de cuarto Magistrado y JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ, último en calidad de cuarto Magistrado, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por María Ana Lid Henao Pineda en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones, Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y de las Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A. y Porvenir S.A. 
PUNTO A TRATAR
Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver los recursos de apelación interpuestos por la demandante y Protección S.A. contra la sentencia proferida el 2 de octubre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente: 

1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La demandante solicita que se declare la responsabilidad patrimonial de las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS) demandadas, por incumplir el deber de información. En consecuencia, pide que se les imponga el pago de una indemnización por perjuicios, correspondiente a la diferencia entre la mesada que percibe actualmente en el RAIS y la que habría recibido en el Régimen de Prima Media (RPM), desde la fecha de causación del derecho pensional hasta el momento de su fallecimiento y la cesación de los derechos de los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes.
Adicionalmente, solicita el reconocimiento de un perjuicio moral equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMMLV), el pago de las costas procesales y lo que resulte probado dentro de las facultades ultra y extra petita.
De forma subsidiaria, solicita que se declare la ineficacia del traslado efectuado al RAIS, de manera que se reconozca como válida, vigente y sin solución de continuidad su afiliación al RPM. Asimismo, solicita que se condene a Colpensiones al reconocimiento de la pensión de vejez desde la fecha de la última cotización efectuada al sistema, sin descontar las mesadas percibidas en el RAIS, junto con los intereses moratorios o, en su defecto, la indexación.
Como fundamento de sus pretensiones, expone que nació el 10 de noviembre de 1953 y que estuvo afiliada al RPM entre el 5 de octubre de 1992 y el 31 de diciembre de 1998, tiempo durante el cual cotizó 234,71 semanas.
Manifiesta que en enero de 1999 se trasladó al RAIS por intermedio de Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías. Posteriormente, en septiembre de 2001, se trasladó a Porvenir S.A., pero en octubre de ese mismo año retornó a Colfondos S.A. Más adelante, en noviembre de 2003, volvió a Porvenir S.A. y, finalmente, en noviembre de 2004, se trasladó a Protección S.A.
Además, señala que no se le proporcionó doble asesoría al cumplir 47 años de edad, como lo exige la normativa vigente.
Por último, relata que, el 8 de mayo, 10 de octubre, 14 de junio y 9 de junio de 2023 radicó ante Protección S.A., Colpensiones, Colfondos S.A. y Porvenir S.A., respectivamente, derecho de petición por medio del cual solicitó el reconocimiento de indemnización de perjuicios o en su lugar la ineficacia del traslado, no obstante, ante la negativa instauró la presente acción judicial.
En respuesta a la demanda, Colpensiones S.A. se opuso a las pretensiones dirigidas en su contra y planteó, como excepciones de mérito, las siguientes: “validez de la afiliación al RAIS”, “Saneamiento de una presunta nulidad”, “solicitud de traslado de dineros de gastos de administración”, “prescripción”, “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “buena fe: Colpensiones”, “imposibilidad de condena en costas”, “inexistencia de la obligación”, “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “declaratoria de otras excepciones”.
Protección S.A. reconoció el traslado de la actora al RAIS y el número de semanas cotizadas a lo largo de su vida laboral. Sin embargo, negó haber incumplido su deber de información, argumentando que la afiliación al régimen fue realizada de manera libre y voluntaria por parte de la actora, quien aceptó las condiciones propias del RAIS al momento de su vinculación. En su defensa, propuso las excepciones perentorias que denominó: “inexistencia de la obligación y falta de causa para pedir”, “buena fe”, “prescripción” e “innominada o genérica”. Además, formuló demanda de reconvención. 
En términos similares, Porvenir S.A. se opuso a las pretensiones de la demanda y, en su defensa, llamó en garantía a la codemandada Colpensiones, argumentando que esta última era la entidad responsable de proporcionar a la demandante la información requerida con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993.
Por su parte, Colpensiones, al responder la demanda, se opuso al traslado de régimen solicitado por la demandante, señalando que esta se encuentra actualmente pensionada en el RAIS, por lo que no es viable su retorno al RPM. Como defensas perentorias, invocó las siguientes excepciones: “Inexistencia de la obligación y falta de causa para pedir”, “buena fe”, “prescripción”, “innominada o genérica”. 
También se opuso al llamamiento en garantía formulado por Porvenir S.A., argumentando que la responsabilidad atribuida recaía sobre el RAIS, que promovió el traslado de la demandante y facilitó su pensión con una mesada inferior a la que habría recibido en el RPM.

Por otro lado, Colfondos S.A. reconoció el traslado horizontal efectuado por la actora, pero afirmó haber cumplido cabalmente con el deber de información. En su caso, invocó como excepciones de fondo: “prescripción”, “buena fe”, “inexistencia de la obligación”, “saneamiento de la nulidad relativa o recisión de la acción alegada por el afiliado” y la excepción genérica”. 

Finalmente, el Ministerio Público conceptuó que el derecho de la demandante depende de la acreditación del incumplimiento del deber de información por parte de la AFP al momento del traslado de régimen pensional. Destacó que, en la actualidad, existe doctrina probable que avala la procedencia de litigios similares promovidos por personas que han solicitado la nulidad y/o ineficacia del traslado, incluso sin ser beneficiarias del régimen de transición pensional. Por último, enfatizó que, al momento de dictar el fallo, la Jueza debía considerar los lineamientos establecidos por la Corte Constitucional en la sentencia SU-107 de 2024.
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
En sentencia del 8 de agosto de 2024, la a-quo emitió las siguientes declaraciones y condenas: 
PRIMERO: DECLARAR que la AFP PROTECCIÓN S.A. incumplió el deber de información a su cargo, y como consecuencia de ello, la señora MARIA ANAD LID HENAO PINEDA sufrió un perjuicio económico en la cuantía de sus mesadas pensionales de vejez, que debe ser resarcido por dicho fondo privado de pensiones.

SEGUNDO: COMO CONSECUENCIA DE LO ANTERIOR ORDENAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a pagar a título de indemnización de perjuicios o reparación, por concepto de diferencias en el valor de mesadas pensionales, la suma de $39.894.136 que corresponde a las diferencias en el valor de la pensión causadas entre el 01 de febrero de 2020 al 30 de septiembre de 2024. Este monto deberá ser debidamente indexado a la fecha del pago efectivo de la obligación, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva.
A partir del 1 de octubre 2024 la AFP PROTECCIÓN S.A. deberá pagar a la demandante la diferencia de la mesada pensional que le hubiera correspondido en el RPM, para esa anualidad $2.023.605 con su respectivo reajuste legal, y la reconocida por el RAIS $ 1.300.00, que corresponde a la garantía de pensión mínima, a título de perjuicio y con cargo a sus propios recursos.
TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: DESESTIMAR las excepciones propuestas por la accionada, a excepción de la de inexistencia de la obligación interpuesta por COLFONDOS S.A., PORVENIR S.A. Y COLPENSIONES. 
QUINTO: CONDENAR en costas a favor del demandante y a cargo de PROTECCIÓN S.A. en un 80% de las causadas. Igualmente, se condenará en costas a la parte demandante y a favor de la parte demandada COLFONDOS S.A., PORVENIR S.A. Y COLPENSIONES en un 100% de las causadas.
Para adoptar la decisión anterior, la jueza señaló que la AFP responsable del traslado no acreditó haber proporcionado a la demandante información clara y suficiente que le permitiera tomar una decisión plenamente informada sobre el cambio de régimen pensional. En particular, indicó que las pruebas documentales, como los formularios de vinculación presentados, no demostraban que la afiliada hubiera recibido, en el momento del cambio, información relevante sobre aspectos fundamentales, tales como las distintas modalidades de pensión, la posibilidad y forma de acceder a la devolución de saldos, la existencia de rendimientos financieros y los requisitos para obtener la pensión.
Destacó que las administradoras de fondos de pensiones tienen una responsabilidad especial en el cumplimiento de su deber de informar de manera clara, transparente y completa, ya que la decisión de traslado puede afectar los derechos pensionales del afiliado. Agregó que dicho incumplimiento justifica una indemnización vitalicia y sucesiva, transferible a los beneficiarios en caso de fallecimiento, para resarcir los daños económicos derivados de la pérdida de beneficios en el régimen de prima media.
En virtud de lo anterior, declaró que Protección S.A. incumplió su deber de información, lo que generó un perjuicio económico a la demandante al recibir una pensión mínima que fue inferior a la que habría obtenido en el régimen de prima media. Por tanto, ordenó a Protección indemnizar a la señora Henao por la diferencia entre las mesadas reconocidas desde el 1 de febrero de 2020 y las que le habrían correspondido en el régimen de prima media, debidamente indexadas. 
La jueza también resolvió que no era posible declarar la ineficacia de los traslados efectuados por la demandante, ya que está actualmente percibe una pensión en el RAIS, y una reversión de los mismos podría afectar derechos adquiridos por terceros y el equilibrio financiero del sistema pensional. 
Adicionalmente, negó la demanda de reconvención interpuesta por Protección S.A., que buscaba el reintegro de las mesadas causadas, al no encontrarse acreditada la existencia de tal obligación. De igual forma, se rechazó la solicitud de la demandante de indemnización por perjuicios morales, ya que no se demostró un daño psicológico derivado del incumplimiento de las AFP.
En cuanto a las costas procesales, le impuso el 80% de estas a Protección S.A. a favor de la demandante, y a esta última las causadas en favor de Porvenir y Colpensiones, debido a que no se impuso ninguna condena en su contra. 
3. RECURSO DE APELACIÓN
La parte demandante interpuso recurso de apelación argumentando que tiene derecho a los intereses moratorios contemplados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, los cuales buscan compensar la pérdida de la capacidad adquisitiva de la pensión debido al tiempo transcurrido entre su reconocimiento y su pago efectivo. En apoyo de su pretensión, citó la sentencia C-601 del 2001. 
Además, solicitó que se revise la condena en costas, señalando que demandó a todas las administradoras del RAIS donde estuvo afiliada la actora, ya que estas podían verse afectadas por una sentencia adversa, lo que justificaba su derecho a ejercer la contradicción y defensa. Asimismo, indicó que la gestora de la litis conoció el perjuicio causado solo hasta el 1 de abril de 2020, cuando retiró su primera mesada pensional, por lo que de ninguna manera el fenómeno extintivo de la prescripción podía permear la acción. 
En cuanto a Protección S.A., pidió que se aplique el precedente de la Corte Suprema de Justicia, según el cual no es posible retrotraer los efectos del traslado cuando la persona ya se encuentra pensionada, concluyendo que el perjuicio reclamado no puede probarse únicamente con la diferencia entre las mesadas pensionales de los regímenes involucrados.
Defendió su actuar diligente, afirmando que cumplió con su deber de información y que ha pagado puntualmente las mesadas pensionales a la demandante, por lo que no hay fundamento para atribuirle responsabilidad por daños al patrimonio, y menos aún para ordenar el pago de los intereses consignados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, debido a que no existió mora en el pago de las mesadas pensionales. 
Alegó que no existe un nexo causal entre el deber de información a su cargo y el perjuicio reclamado, razón por la cual asegura que la llamada al pago no debe ser la AFP que reconoció la prestación económica de vejez, porque dicha vinculación estuvo precedida del cambio de régimen a través de otra AFP. 
Criticó la falta de valoración de una declaración juramentada que aportó como prueba, en la que se reconocía la posibilidad de aceptar una compensación ante eventuales reclamaciones pensionales.
Por último, destacó que la demandante se pensionó con 1.150 semanas cotizadas, siendo beneficiaria de los beneficios del régimen de ahorro individual, lo que impide equiparar su situación a la que habría tenido en el RPM. Además, alegó que el perjuicio reclamado está prescrito, ya que solo tenía hasta el 1 de febrero de 2023 para presentar dicha reclamación.

4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Analizados los alegatos presentados, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con el problema jurídico que se expresa más adelante. 

5. PROBLEMAS JURÍDICOS POR RESOLVER
De acuerdo con los argumentos expuestos en la sentencia de primera instancia, los fundamentos de la apelación y los alegatos de conclusión, le corresponde a la Sala resolver los siguientes problemas jurídicos:
i) Analizar si quedó probado en el proceso que la parte demandante recibió la asesoría e información suficiente y necesaria para realizar el cambio de régimen.

ii) En caso de que se confirme el incumplimiento del deber de información previo al traslado, determinar si la accionante tiene derecho al pago del perjuicio económico que reclama, identificar cuál de las demandadas está obligada a resarcirlo y, en su caso, si corresponde el pago de los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, relacionados con el pago tardío del presunto perjuicio económico.

iii) Definir cuál es el término de prescripción para reclamar los perjuicios derivados de la falta de información proporcionada por el fondo de pensiones al momento del traslado entre el régimen de prima media y el régimen de ahorro individual, o viceversa.
iv) Establecer si es posible exonerar a la promotora del litigio de las costas que fueron impuestas a su cargo. 
6. CONSIDERACIONES
6.1. Indemnización de perjuicios en favor de pensionados del RAIS por incumplimiento del deber de información en cabeza de las administradoras de fondos de pensiones en el momento del traslado.
El fundamento legal del resarcimiento o indemnización plena de perjuicios por incumplimiento del deber de información de las AFP, se desprende de lo regulado por el Decreto 720 de 1994, puntualmente por sus artículos 4, 10 y 12, con arreglo a los cuales, las sociedades administradoras de fondos de pensiones tienen el deber de verificar “la idoneidad, honestidad, trayectoria, especialización, profesionalismo y conocimiento adecuado de la labor que desarrollarán las personas naturales que vinculen como promotores y (…) Las actuaciones de los vendedores en el ejercicio de su actividad obligan a la sociedad administradora del sistema general de pensiones respecto de la cual se hubiere promovido la correspondiente vinculación”, según se indica en el mencionado artículo 4, aunado a los siguientes artículos, que al tenor disponen:
“Artículo 10. RESPONSABILIDAD DE LOS PROMOTORES. Cualquier infracción, error u omisión -en especial aquellos que impliquen perjuicio a los intereses de los afiliados- en que incurran los promotores de las sociedades administradoras del sistema general de pensiones en el desarrollo de su actividad compromete la responsabilidad de la sociedad administradora respecto de la cual adelante de sus labores de promoción o con la cual, con ocasión de su gestión, se hubiere realizado la respectiva vinculación sin perjuicio de la responsabilidad de los promotores frente a la correspondiente sociedad administradora del sistema general de pensiones.  
Artículo 12. OBLIGACION DE LOS PROMOTORES. Los promotores que empleen las sociedades administradoras del sistema general de pensiones deberán suministrar suficiente, amplia y oportuna información a los posibles afiliados al momento de la promoción de la afiliación, durante toda la vinculación con ocasión de las prestaciones a las cuales tenga derecho el afiliado.” 
Adicionalmente, el artículo 4 del Decreto 656 de 1994, establece que las administradoras del régimen de ahorro individual con solidaridad son instituciones de carácter previsional y, como tal, se encuentran obligadas a prestar en forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a dicha calidad, por lo que serán responsables de los perjuicios que por su culpa leve se puedan ocasionar a los afiliados.
Sobre la manera en que dichos preceptos normativos operan en los casos en que se discute la responsabilidad patrimonial de las AFP por los perjuicios ocasionados a los pensionados que se trasladaron de régimen pensional sobre la base de errores u omisiones en la información presente en la antesala del traslado, tiene dicho esta Corporación, desde la sentencia del 03 de agosto de 2022, Rad. 2021-00260, M.P. Julio César Salazar Muñoz, lo siguiente:
“Dichas disposiciones normativas regulan la manera y las condiciones como las AFP pueden promocionar sus productos dentro del sistema general de pensiones, así como el personal que pueden utilizar para el efecto, pero, sobre todo, explicita la responsabilidad que les asiste a esas entidades por los errores o las omisiones -que causen perjuicios- en que incurran las personas que se encarguen de la afiliación de los usuarios.
De modo que, si se prueba en el proceso el engaño o la responsabilidad de la AFP privada en el traslado del afiliado y o pensionado, y como consecuencia de ello, la causación de un perjuicio al usuario, el afectado cuenta con la acción adecuada para pedir la indemnización de ese perjuicio, pero obviamente a cargo de quien se lo causó, esto es la AFP que propició el traslado.
Ahora bien, los artículos 2341 y 2343 del Código Civil establecen que quien comete un daño por culpa está obligado a su reparación o indemnización, de modo que, si un pensionado considera que la administradora incumplió su deber de información, y por ello sufrió un perjuicio en el monto de su pensión, tiene derecho a demandar la indemnización de perjuicios a cargo de la entidad administradora de pensiones que causó el daño.
Dicha indemnización de perjuicios encuentra sustento además en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, que establece: “ARTICULO 16. VALORACION DE DAÑOS. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales.”
Y añade:
“(…) el resarcimiento del eventual daño o perjuicio que se genera por cualquier infracción, error u omisión de las sociedades administradoras de pensiones en el desarrollo de su actividad, como sería la falta al deber de información que les asiste respecto a los potenciales afiliados, está regulado en forma expresa en una norma que rige la seguridad social, esto es, la Ley 720 de 1994, por medio del cual se reglamenta el artículo 105 y parcialmente el artículo 287 de la Ley 100 de 1993. 
Aunado a ello, el daño que surge eventualmente por la falta al deber de información, afecta de manera directa el contenido esencial del derecho a la pensión de vejez en torno a su cuantificación, ante la desmejora del valor de la mesada a la que el afiliado o pensionado hubiere podido acceder estando en el otro régimen pensional; de manera que, el daño que se ocasiona es de carácter continuado o de tracto sucesivo, pues se extiende en el tiempo después de su consolidación, bien sea hasta que se extinga la condición de pensionado o hasta que el perjuicio económico deje de existir”. 
En este orden de ideas, el perjuicio por la falta al deber de información corresponde al pago de la diferencia de la mesada pensional reconocida por el RAIS y la que le hubiere correspondido en el RPM, debidamente indexada a la fecha del pago, sin perjuicio de las demás diferencias pensionales que se sigan causando hasta el fallecimiento del afiliado, y de existir beneficiarios hasta la muerte del último de ellos o la desaparición de las causas que le dieron origen a la prestación por muerte del pensionado, pues solo de esta manera se garantizaría la trasmisión de los derechos de este a sus beneficiarios en igualdad de condiciones a la prestación económica que les hubiere reconocido el RPM. 
Lo anterior con sustento en la sentencia SL 3535 de 2021, donde se dispuso que, en tratándose de la reparación derivada de los perjuicios causados por el incumplimiento del deber de información, se ordenará a título de indemnización de perjuicios,...” (subrayado fuera de texto).  
Ello por cuanto, en este tipo de casos, la reparación integral del daño, expresada como un principio procesal en el último inciso del artículo 283 del C.G.P., solo puede ser satisfecha sufragando la diferencia pensional de manera periódica y sucesiva. Dicho en otras palabras, con la misma frecuencia y por el mismo tiempo que se debe pagar la pensión de vejez al afiliado y la de sobrevivientes, si hubiere lugar a esta última en favor de los beneficiarios que sobrevivan tras la muerte de aquel, puesto que estamos ante un perjuicio que transciende en el tiempo, es decir, que no se produce de un solo momento, ni que se genera todo el mismo día, sino que se repite, mes tras mes, dado que en cada mensualidad el pensionado recibirá una mesada pensional inferior a la que le hubiere correspondido si no hubiese tenido lugar la conducta dañosa que se le reprocha al fondo que obtuvo su traslado sin ofrecerle la información que demanda un consentimiento informado para el caso. 
Esta tesis es la que mejor responde a la premisa expresada en el fallo al que atrás se hizo referencia, donde de manera clara y precisa la Corte Suprema dejó dicho que la indemnización que cabe en este tipo de asuntos se circunscribe a una “renta periódica” en los mismos términos que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida.
6.2. Imprescriptibilidad de la indemnización de perjuicios en favor de pensionados del RAIS por incumplimiento del deber de información en cabeza de las administradoras de fondos de pensiones en el momento del traslado.
Como se indicó en precedencia, la Sala Mayoritaria de la Corporación, desde la sentencia del 03 de agosto de 2022, Rad. 2021-00260, M.P. Julio César Salazar Muñoz, además de la existencia del perjuicio y la obligación de repararlo, explicó que los perjuicios irrogados dada su naturaleza de prestación periódica y de tracto sucesivo, son imprescriptibles en los siguientes términos:   
“De otro lado, el hecho de que el eventual perjuicio económico causado con ocasión al incumplimiento al deber de información, esté dado en la diferencia existente entre el valor de la pensión reconocida en el RAIS y aquella que hubiese obtenido en el RPMPD de haber permanecido en él, da lugar a que el titular de la pensión tenga como pretensión jurídica el pago periódico de esas diferencias en la pensión a cargo la entidad administradora, a título de indemnización o reparación de perjuicios, mismo que, igual que el derecho a la actualización y/o inclusión de factores salariales en temas pensionales, es de carácter imprescriptible por ser una prestación social de tracto sucesivo y de carácter vitalicio, siendo únicamente susceptibles de su afectación las mesadas o diferencias que no se reclamen en el término trienal que consagran los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, (ver entre otras, sentencia SL 5535 de 2019).
Por tanto, esta Sala mantiene el criterio jurídico, según el cual, el titular de la acción está habilitado para solicitar en cualquier tiempo, la declaratoria de incumplimiento al deber de información y precisará que, los perjuicios económicos que tal situación genere, entendidos como las diferencias entre el valor de las mesadas pensionales otorgadas por el RAIS y las que hubiere percibido el pensionado en el RPM, en materia de prescripción, siguen la misma suerte que cualquier mesada pensional, esto es, que solo se ven afectadas por dicho fenómeno, aquellas diferencias que no hayan sido reclamadas en un lapso superior a tres años desde su causación”. (Negrilla fuera de texto).
Esta tesis del Tribunal, respecto a la imprescriptibilidad de la acción de indemnización de perjuicios en los asuntos de traslado del RPM al RAIS, guarda completa armonía con lo decidido sobre la misma materia por el órgano de cierre permanente de la jurisdicción laboral, en sentencia SL 3535 de 2021, en la que alude a la ya citada sentencia SL 373 de 2021, e indica que en caso de la reparación derivada de los perjuicios causados por el incumplimiento del deber de información se ordenará, a título de indemnización de perjuicios, “el pago a cargo de la AFP de la diferencia entre la prestación reconocida en el RAIS y aquella que hubiese tenido en el RPMPD. Esto es, imponer el pago de una renta periódica en los mismos términos en que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida, tanto para el pensionado como para sus potenciales beneficiarios, ordenando compensar o restituir todo aquello a lo que haya lugar”.
Cabe agregar que en la sentencia SL 373 de 2021 la Sala Laboral Permanente de la Corte Suprema de Justicia, indicó:
“[…] Es un principio general del derecho aquel según el cual quien comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC). Por consiguiente, si un pensionado considera que la administradora incumplió su deber de información (culpa) y, por ello, sufrió un perjuicio en la cuantía de su pensión, tiene derecho a demandar la indemnización total de perjuicios a cargo de la administradora.
El artículo 16 de la Ley 446 de 1998 consagra el principio de reparación integral en la valoración de los daños. Este principio conmina al juez a valorar la totalidad de los daños irrogados a la víctima y en función de esta apreciación, adoptar las medidas compensatorias que juzgue conveniente según la situación particular del afectado. Es decir, el juez, en vista a reparar integralmente los perjuicios ocasionados, debe explorar y utilizar todas aquellas medidas que considere necesarias para el pleno y satisfactorio restablecimiento de los derechos conculcados. 
En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse desde este momento.”
Sin embargo, teniendo en cuenta que en esa oportunidad la pretensión del demandante se contrajo buscar la ineficacia de su afiliación al RAIS y el consecuente regreso al estado de cosas anterior a tal afiliación, con el objetivo de pensionarse en el régimen de prima media con prestación definida y no al reclamo de la reparación de perjuicios, concluyó que “no podría la Sala de oficio entrar a evaluar esta posibilidad.”  De ahí que a la fecha la Corte Suprema de Justicia, no ha resuelto un caso de similares contornos, y por ende la interpretación vertida por la Sala de esta Corporación se torne plausible, pues como se indicó guarda estrecha relación con la forma de resarcir el perjuicio consignado en la sentencia SL3535 de 2021, en el entendido de que el término de prescripción trienal solo debe afectar las diferencias pensionales causadas, pero no el derecho a reclamarlos, pues como se indicó el perjuicio se perpetua con la causación de cada mesada pensional, inclusive para los beneficiarios. 
Pese a lo anterior, y con base en la sentencia SL 373 de 2021, las Salas de Descongestión de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, han declarado la prescriptibilidad de la indemnización de perjuicios transcurridos tres años desde que el pensionado adquiere dicha calidad, tal como se dijo, por ejemplo, en la sentencia en SL-053 de 2022, en la que se indicó: 
“(…) en el presente asunto aquel se superó con creces como lo sostuvieron las demandadas al proponer el correspondiente medio exceptivo, pues la pensión anticipada de vejez que se le reconoció a Roberto Cesáreo José Francisco Ceballos Restrepo lo fue a partir del 5 de abril de 2002 (f.° 31-32) y la presente acción judicial tan solo se ejerció el 24 de enero de 2018 como da cuenta el acta de reparto visible al anverso de la carátula final del expediente, esto es, superado ampliamente el término trienal contemplado en los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, razón por la cual no resulta procedente su imposición.”
Asimismo, en la reciente providencia SL 1465 de 2023, la Sala de Descongestión de la Alta Corporación, expuso: 
“(…) debe precisarse que la imprescriptibilidad del derecho pensional no resulta aplicable al presente asunto. Ello por cuanto la súplica condenatoria subsidiaria, frente a la cual el colegiado estimó que había operado la prescripción, no fue el derecho pensional en sí mismo, sino la indemnización de perjuicios.
(:..)
En efecto, una cosa es la consolidación del derecho pensional y otra, la consecuencia resarcitoria generada por el incumplimiento de los deberes de la AFP respecto de quien obtuvo la pensión en el RAIS. De esa manera, lo que se aprecia es que, con el planteamiento de la censura se varía la naturaleza de la pretensión deprecada de manera subsidiaria. 
Puntualizado lo anterior, la Corte no advierte yerro jurídico del colegiado en la interpretación de las normas que regulan la prescripción, en tanto que, tratándose de la indemnización de perjuicios derivada del incumplimiento de los deberes de la AFP, sí opera la prescripción, la cual se cuenta desde cuando se obtiene la calidad de pensionado, en la medida que ese es el momento en que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud.”
No obstante, esta Sala Mayoritaria no comparte dichos pronunciamientos, ya que, como se indicó previamente, a la fecha no existe un precedente, ratio decidendi o doctrina probable aplicable en cuanto a la excepción de prescripción en asuntos relacionados con el resarcimiento de perjuicios por incumplimiento del deber de información en el traslado de régimen pensional para personas que ya gozan de una pensión de vejez en el RAIS.
Además, el artículo 28 del Acuerdo No. 48 del 16 de noviembre de 2016 (reglamento de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia) señala que, para la selección de expedientes remitidos a las Salas de Descongestión, se tendrá en cuenta la antigüedad de los asuntos, “salvo que impliquen modificar, unificar o crear nueva línea jurisprudencial”. Por lo tanto, en opinión de esta Corporación, mientras no exista un pronunciamiento de la Sala Permanente, dicho precedente no es vinculante y el hecho de no seguirlo no implica apartarse de la jurisprudencia aplicable, ya que las Salas de Descongestión no establecen precedentes en asuntos sobre los cuales aún no se ha pronunciado la Sala Permanente.
6.3. El deber de información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones: un deber exigible desde su creación.
Al respecto de las normas que rigen el deber de información se pronunció la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 1688 de 2019, Radicado 68838, con Ponencia de la Dra. Clara Cecilia Dueñas Quevedo, por medio de la cual explicó que las normas que rigen la actividad de los Fondos de Pensiones privados, se ha divido en tres momentos históricos, compelidos de la siguiente manera: 

	Etapa acumulativa
	Normas que obligan a las administradoras de pensiones a dar información
	Contenido mínimo y alcance del deber de información

	Deber de información 
	Arts. 13 literal b), 271 y 272 de la Ley 100 de 1993

Art. 97, numeral 1° del Decreto 663 de 1993, modificado por el artículo 23 de la Ley 797 de 2003

Disposiciones constitucionales relativas al derecho a la información, no menoscabo de derechos laborales y autonomía personal
	Ilustración de las características, condiciones, acceso, efectos y riesgos de cada uno de los regímenes pensionales, lo que incluye dar a conocer la existencia de un régimen de transición y la eventual pérdida de beneficios pensionales

	Deber de información, asesoría y buen consejo
	Artículo 3°, literal c) de la Ley 1328 de 2009

Decreto 2241 de 2010
	Implica el análisis previo, calificado y global de los antecedentes del afiliado y los pormenores de los regímenes pensionales, a fin de que el asesor o promotor pueda emitir un consejo, sugerencia o recomendación al afiliado acerca de lo que más le conviene y, por tanto, lo que podría perjudicarle

	Deber de información, asesoría, buen consejo y doble asesoría. 
	Ley 1748 de 2014

Artículo 3° del Decreto 2071 de 2015

Circular Externa No. 016 de 2016
	Junto con lo anterior, lleva inmerso el derecho a obtener asesoría de los representantes de ambos regímenes pensionales.


1.4 Conclusión: La constatación del deber de información es ineludible

Según se pudo advertir del anterior recuento, las AFP, desde su creación, tenían el deber de brindar información a los afiliados o usuarios del sistema pensional a fin de que estos pudiesen adoptar una decisión consciente y realmente libre sobre su futuro pensional. Desde luego que con el transcurrir del tiempo, el grado de intensidad de esta exigencia cambió para acumular más obligaciones, pasando de un deber de información necesaria al de asesoría y buen consejo, y finalmente al de doble asesoría. Lo anterior es relevante, pues implica la necesidad, por parte de los jueces, de evaluar el cumplimiento del deber de información de acuerdo con el momento histórico en que debía cumplirse, pero sin perder de vista que este desde un inicio ha existido. 

Así las cosas, el Tribunal cometió un primer error al concluir que la responsabilidad por el incumplimiento o entrega de información deficitaria surgió con el Decreto 019 de 2012, en la medida que este exista desde la expedición de la Ley 100 de 1993, el Decreto 663 de 1993 y era predicable de la esencia de las actividades desarrolladas por las administradoras de fondos de pensiones, según se explicó ampliamente.  

Adicionalmente, la Sala no puede pasar por alto la indebida fundamentación con la que la Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal de Medellín emitió su sentencia, pues sin razón alguna se limitó a señalar que a partir del Decreto 019 de 2012 es imputable responsabilidad por omisión o cumplimiento deficitario del deber de información a las AFP, sin especificar la norma de ese decreto que le daba sustento a su dicho y sin la construcción de un argumento jurídico que soportara su tesis. Es decir, la sentencia estuvo desprovista de una adecuada investigación normativa y un discurso jurídico debidamente fundamentado”. 

6.4. Los actos de relacionamiento, reasesorías, falta de retorno al RPM en el tiempo estipulado por la ley, publicaciones de prensa y extractos de la cuenta de ahorro individual no desestiman la ineficacia por la falta de información al momento del traslado al RAIS.
Ha precisado el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria (CSJ SL, 9 sep. 2008, rad. 31989, CSJ SL2877-2020, CSJ SL1942-2021 y CSJ SL1949-2021) que la suscripción de varios formularios de afiliación dentro del mismo RAIS, tampoco es suficiente para declarar eficaz el primer traslado si de todas maneras no se demuestra que al interesado o interesada se le brindó la información suficiente y clara respecto a las ventajas y desventajas del cambio de régimen, en tanto el acto no se convalida por los tránsitos que los afiliados hagan entre administradoras privadas, al respecto en la sentencia SL 5688 de 2021
 que memora la sentencia CSJ SL, 9 sep. 2008, rad. 31989 expuso:

“Se ha de señalar que la actuación viciada de traslado del régimen de prima media con prestación definida al de ahorro individual, no se convalida por los traslados de administradoras dentro de este último régimen; ciertamente, la decisión de escoger entre una y otra administradora de ahorro individual, no implica la ratificación de la decisión de cambio de régimen que conlleva modificar sensiblemente el contenido de los derechos prestacionales”.

En este orden de ideas, en la sentencia CSJ SL 5686 de 2021
 traída a colación en la CSJ SL1926-2022
 añadió:

“Por lo tanto, la mera decisión de escoger entre una y otra administradora en el régimen de ahorro individual, así como trasladarse entre entes pensionales de este esquema, no reemplaza o suple la omisión de la entidad administradora en el cumplimiento de su deber de información a los afiliados que pretende captar; tampoco es indicativo de que cumplió ese deber ni presume que la persona afiliada está informada debidamente en los términos legales, y menos aún morigera los efectos que ello genera en la eficacia del acto jurídico de traslado; esto, desde luego, cuando dicho desacato se acredita debidamente en el proceso, conforme se explicó.

El anterior criterio es el precedente vigente y en rigor de la Sala de Casación Laboral de esta Corte, y corrige cualquier otro que le sea contrario, en especial el condensado en las sentencias CSJ SL3752-2020, CSJ SL4934-2020, CSJ SL1008-2021, CSJ SL1061-2021, CSJ SL2439-2021, CSJ SL2440-2021 y CSJ SL2753-2021”.

Posteriormente, la sentencia CSJ SL1055 de 2022
 también recogió las posturas contrarias establecidas por las Sala de Descongestión de la Corte en las providencias CSJ SL249-2022 y SL259-2022, y en su lugar ratificó:

“los actos u omisiones posteriores del afiliado, bien sea porque se trasladó entre fondos privados o no retornó a prima media en las oportunidades legales previstas, no pueden validar el desacato legal que genera la ineficacia del acto jurídico del traslado de régimen, precisamente porque al ser posteriores dejan intactos los hechos u omisiones que anteceden al acto jurídico ineficaz, el cual no puede sanearse como la nulidad”

Igual cosa se ha predicado de las reasesorías posteriores dadas al interior de las AFP, las cuales tampoco convalidan el traslado, como quedó dicho en la citada sentencia del 8 de mayo de 2019 SL 1688-2019, así: 

“Ahora, si bien la AFP brindó a la actora una reasesoría el 26 de noviembre de 2003, en virtud de la cual se concluyó la inconveniencia de continuar en Protección S.A., la Sala considera que este servicio no tiene la aptitud de subsanar el incumplimiento de la obligación de información en que incurrió la AFP al momento del traslado, por dos razones:

En primer término, porque el traslado al RAIS implicó la pérdida de los beneficios derivados de la transición al no contar la demandante con 15 años de cotización o servicios a 1 de abril de 1994. Es decir, así se hubiese trasladado la demandante al día siguiente de la reasesoría, de todas formas, ya había perdido la transición.

En segundo lugar, porque la oportunidad de la información se juzga al momento del acto jurídico del traslado, no con posterioridad. Como se dijo, el afiliado requiere para tomar decisiones de la entrega de datos bajo las variables de tiempo e información, que le permitan ponderar costos, desventajas y beneficios hacia el futuro. Desde este punto de vista, un dato solo será relevante si es oportuno, es decir, si al momento en que se entrega brinda al destinatario su máximo de utilidad. Por el contrario, si la asesoría no se otorga oportunamente y, por tanto, pierde su utilidad, ello equivale a la ausencia de información.

Por otro lado, no es de recibo el planteo de Protección S.A., cuando sostiene que una vez realizó la reasesoría, Myriam Arroyave Henao no mostró interés en la ineficacia de la vinculación al RAIS, al conservar su status de afiliada durante un tiempo, Se dice lo anterior ya que la sugerencia de Protección S.A. de regresar al RPMPD, se produjo el 26 de noviembre de 2003, y el formulario para la nueva afiliación al ISS se diligenció el 14 de enero de 2004 (f. 0 97), es decir, la interesada no dejó transcurrir dos meses desde que recibió asesoría. Por lo demás, este lapso es razonable, pues dada la relevancia de esta determinación, era natural que la accionante se tomara un tiempo de reflexión, buscara información y consejo profesional para, finalmente, adoptar su elección”.

Con base en todo lo expuesto, tal como se previó en la sentencia CSJ SL 4297 de 2022, la Sala laboral desde la CSJ SL, 9 sep. 2008, rad. 31989 ha sostenido la siguiente regla de decisión respecto de los conocidos actos de relacionamiento: 

“una vez acreditada la ineficacia del traslado de régimen, el acto jurídico no se torna en eficaz por los cambios que los afiliados hagan entre administradoras privadas, no hayan expresado inconformidad alguna con el sistema habiendo permanecido en el mismo, realicen aportes voluntarios o sean re asesorados, como aconteció en el presente asunto lo que ha sido reiterado entre otras en las providencias”.
Finalmente, en el mismo sentido se ha pronunciado el máximo órgano de cierre de la jurisdicción laboral, respecto a las publicaciones de prensa y extractos de la cuenta de ahorro individual, en este orden en la sentencia CSJ 1618-2022
 precisó: 

“Respecto a las citadas publicaciones así como frente a los extractos de cuenta de ahorro individual que se remitieron a la demandante y la información en ellos contenida, a los que se hizo referencia en la declaración de parte por ella vertida en el proceso, es claro para la Sala que, aunque  pueda ser de interés para el afiliado, por si solos no tienen la virtualidad de acreditar que la AFP cumplió con su obligación legal de información  y su deber orientador, de manera permanente desde antes de vincular a la señora Gloria Pinilla Anzola”.

6.5. De la carga de la prueba.
La Corte Suprema de Justicia en procesos donde se discute la ineficacia del traslado, ha mantenido una línea pacifica respecto de la inversión de la carga de la prueba a favor del afiliado, de conformidad al artículo 1604 del Código Civil. Bajo esa intelección, ha precisado que “si el afiliado alega que no recibió la información debida cuando se afilió, ello corresponde a un supuesto negativo que no puede demostrarse materialmente por quien lo invoca, por lo que le corresponde a su contraparte demostrar que sí la brindó, dado que es quien está en posición de hacerlo.”  
 

Pese a lo anterior, la Corte Constitucional por medio de la sentencia SU 107-2024 moduló el referido precedente con efectos inter pares y de inmediato cumplimiento, a todas las demandas que estén en curso ante la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y en los procesos que inicien con posterioridad a dicha sentencia de unificación. Consideró que: “De conformidad con la Constitución y la ley procesal no se pueden imponer cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni al afiliado, ni a la AFP), así como no se puede despojar al juez de su papel de director del proceso, de su autonomía judicial para decretar y practicar todas las pruebas que sean necesarias, pertinentes y conducentes para analizar las pretensiones o las excepciones propuestas y de su facultad para conforme a las reglas de la sana crítica valorar las pruebas con el objeto de resolver los casos de ineficacia de traslados de los afiliados del RPM al RAIS.” 

 

En ese orden, la Corte Constitucional enfatizó que la inversión de la carga de la prueba no puede ser la primera o la única opción de la que puede hacer uso el juez, y con base en ello ordenó que: 

 

 “En los procesos en los cuales se pretenda declarar la ineficacia de un traslado de un afiliado del RPM al RAIS deben tenerse en cuenta, de manera exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del Proceso.   

 

En tal virtud, conforme a ellas, al juez corresponderá, seguir cuando menos las siguientes directrices:  

 

1. Decretar, practicar y valorar en igualdad todas las pruebas que soliciten las partes que sean necesarias, pertinentes y conducentes para demostrar los hechos que sirven de causa a las pretensiones o las excepciones.  

 

2. Procurar, de manera oficiosa, la obtención de pruebas acudiendo a las enlistadas en el Código General del Proceso, tales como “(…) la declaración de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes”, y las demás que considere necesarias, pertinentes y conducentes. 

 

3. Valorar las pruebas decretadas y debidamente practicadas con su inmediación, de manera individual y en su conjunto con las demás, luego de lo cual puede determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre lo ocurrido. 

 

4. Acudir a la prueba indiciaria si lo estima necesario, en los términos de los artículos 176 y 242 del CGP. 

 

5. Invertir la carga de la prueba cuando, analizando el caso concreto y la posición de las partes, esté ante un demandante que se encuentra en la imposibilidad de demostrar sus dichos, y en un proceso donde no haya sido posible desentrañar por completo la verdad a pesar de los esfuerzos oficiosos”. 

 

Con respecto a este último precedente, la Corte Suprema de Justicia en la reciente sentencia CSJ SL2999 de 2024, se apartó de la mencionada sentencia de unificación al sostener que la Sala Laboral no ha vulnerado la Constitución ni los estatutos procesales que rigen la materia probatoria, y ratificó la regla jurisprudencial según la cual “son los fondos, por mandato legal, los obligados a proporcionar y probar la información ofrecida a los afiliados, y no estos últimos quienes deben acreditar algo que no ocurrió”. Pese a lo anterior, esta Corporación, en estricto cumplimiento de los efectos dispuestos en la sentencia SU-107 de 2024, continuará aplicando las reglas jurisprudenciales establecidas por la Corte Constitucional, salvo mejor criterio. 

6.6. Caso Concreto. 

Descendiendo al caso concreto, la Corporación coincide en que el traslado que la señora María Ana Lid Henao Pineda efectuó del RPM al RAIS a través de Colfondos S.A., el 7 de diciembre de 1998, efectivo a partir del 1 de febrero de 1999, se realizó sin cumplir con el deber de información. En consecuencia, dado que la demandante ya se encontraba pensionada, era procedente la acción de reparación de perjuicios que elevó como pretensión principal el presente litigio.

A la anterior conclusión se arriba porque los medios probatorios aportados, consistentes en pruebas documentales, como formularios de afiliación y los derechos de petición elevados a las contendoras de la litis, junto con sus respectivas respuestas únicamente permiten establecer que el traslado fue exento de vicios, pero no que se hubiera atendido el deber de información vigente para la época del traslado, como quiera que ninguna de estas pruebas permite establecer que la información que le fue suministrada a la accionante en la antesala pensional fue suficiente, oportuna y transparente. 
Igualmente, la misma conclusión se obtiene tras analizar la declaración de parte rendida por la demandante, la cual no derivó en prueba de confesión, ya que ninguno de sus dichos perjudicó el relato judicial, en tanto, manifestó que decidió afiliarse a Colfondos S.A. luego de que un asesor de dicha administradora la visitara en su lugar de trabajo y le asegurara que el traslado le garantizaría un mejor futuro pensional, con mayores beneficios y ganancias. Sin embargo, añadió que actualmente presenta problemas de memoria, lo que le impide recordar con precisión los traslados efectuados, hasta el punto de desconocer incluso el fondo en el que actualmente se encuentra pensionada. No obstante, afirmó que tuvo conocimiento de la mesada reconocida en el RAIS en abril de 2020, y señaló que dicho valor afectó su calidad de vida, por lo que después del reconocimiento pensional debió recibir apoyo económico de sus hijos.

Este último aspecto fue confirmado por el testigo Jhon Faber Betancourt Henao, hijo de la demandante, quien declaró que, tras el reconocimiento pensional, del cual tuvieron conocimiento en abril de 2020, se ha visto en la necesidad de proporcionar sustento económico a su madre para cubrir los gastos de arriendo, servicios públicos y alimentación. Señaló que, antes de pensionarse, los ingresos de la demandante le permitían gozar de independencia económica, pero la situación derivada del monto de la pensión la obligó incluso a vender un vehículo. Además, indicó que la demandante padece de Alzheimer desde el año 2023.
En estas condiciones, resulta procedente aplicar la última regla probatoria definida por la Corte Constitucional en la sentencia SU-107 de 2024, la cual consagra la inversión de la carga de la prueba como la última opción para desatar este tipo de litigios, medida que se justifica, porque Colfondos S.A. se encontraba en mejor posición para desvirtuar los hechos de la demanda, es decir, para acreditar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon el traslado de régimen pensional.
Empero, para sustentar su defensa, la parte demandada se limitó a solicitar el interrogatorio de la demandante, el cual no derivó en prueba de confesión, y a presentar unos comunicados de prensa que, evidentemente, fueron emitidos con posterioridad al traslado, ya que hacen referencia a normas promulgadas en 2004. En este sentido, y conforme a la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia (Sentencia CSJ SL1618-2022), aunque estos comunicados pueden ser de interés para los afiliados, resultan insuficientes para demostrar que la AFP cumplió con su obligación legal de información y su deber orientador, especialmente de manera permanente antes de vincular a la demandante.
Adicionalmente, ni siquiera los esfuerzos probatorios realizados por la jueza lograron satisfacer los fines procesales de la parte pasiva de la litis, puesto que Colfondos S.A. ni siquiera aportó el formulario de afiliación, y una vez allegado al proceso por mandato judicial solo permitió constatar que el traslado estuvo desprovisto de vicios en el consentimiento, pero no permitió establecer la información suministrada a la demandante en la etapa previa al traslado. 
En ese sentido, considerando que el juzgador debe evaluar la información efectivamente recibida por el afiliado en la etapa previa al traslado pensional y no los actos posteriores, la declaración juramentada para devolución de saldos por vejez, radicada por la demandante en el fondo de pensiones Protección S.A. el 14 de diciembre de 2015, carece de la capacidad de convalidar un acto jurídico de traslado efectuado sin el debido cumplimiento del deber de información. Así lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia en diversas providencias, tales como SL1926-2022, SL1055-2022 y SL4297-2022.
De igual forma, el acto jurídico de traslado tampoco podía ser subsanado por los traslados horizontales realizados posteriormente por la demandante dentro del RAIS, tales como el efectuado de Colfondos a Porvenir el 30 de diciembre de 2003, con efectividad a partir del 1 de febrero de 2004; el realizado a ING el 30 de septiembre de 2004, efectivo desde el 1 de noviembre de 2004; y finalmente, el traslado de esta última a Protección S.A., derivado de una cesión por fusión, ejecutada el 31 de diciembre de 2012, puesto que la Sala Laboral Permanente de la Corte Suprema de Justicia, en las mismas providencias concluyó que los actos posteriores al traslado, dentro del cuales evidentemente se encuentra el reconocimiento de la pensión de vejez, “no pueden validar el desacato legal que genera la ineficacia del acto jurídico del traslado de régimen, precisamente porque al ser actos posteriores dejan intactos los hechos u omisiones que anteceden al acto jurídico ineficaz, el cual no puede ser saneado como una nulidad”
.
Con base en lo anterior, teniendo en cuenta que el perjuicio alegado por la demandante se atribuye a falta de información veraz y comprensible sobre las consecuencias del traslado, se aprecia que en efecto esta sufrió un perjuicio económico en la cuantía de su pensión, pues de haber permanecido afiliada en el RPMPD o si hubiere podido retornar a este antes de pensionarse en el RAIS, habría obtenido una mesada pensional muy superior a la que le fue reconocida en este último régimen. 

Cabe señalar, que contrario a lo indicado por la AFP recurrente, al momento en que se le reconoció la pensión de vejez en el RAIS, la demandante acreditaba 1.334 semanas, superando así la densidad mínima requerida para acceder a la prestación en el RPMPD, conforme exhibe la historia laboral aportada por Protección S.A., expedida el 17 de mayo de 2023
.
Lo anterior, se puede apreciar en la proyección de la pensión de vejez en el RPMPD, efectuada en esta instancia con base en el reporte de semanas cotizadas expedido por Protección S.A, que arroja como resultado un IBL en los últimos 10 años de $2.337.620,74 mismo que al aplicarle una tasa de reemplazo de 64.15% deriva en una mesada inicial de $1.525.141,42 al 1 de febrero de 2020, dado que esa fue la fecha a partir de la cual se reconoció la gracia pensional en el RAIS. Misma que fue liquidada con las fórmulas indicadas en los artículos 21, 33 y 34 de la Ley 100 de 1993, modificadas por la Ley 797 de 2003 que, comparada con la pensión de vejez que la demandada le reconoció en el RAIS, que asciende a un salario mínimo mensual legal vigente para la misma mensualidad10, deviene en un perjuicio de $40.586.631 hasta el 30 de enero de 2025 (fecha de corte de la sentencia), conforme a la siguiente liquidación: 

	LIQUIDACIÓN DEL IBL PENSIONAL PROMEDIO ÚLTIMOS 10 AÑOS

	PERIODOS DE COTIZACIÓN
	FECHA DONDE SE HIZO  LA  ÚLTIMA COTIZACIÓN :
	2020-02
	2019

	DESDE
	HASTA
	# Días
	IBC
	IPC FINAL
	IPC INICIAL
	INGRESO MENSUAL INDEXADO
	PROMEDIO SALARIAL:

	Año
	Mes
	Día
	Año
	Mes
	Día
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2010
	2
	3
	2010
	2
	28
	26
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$12.244,17

	2010
	3
	1
	2010
	3
	31
	31
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.598,81

	2010
	4
	1
	2010
	4
	30
	30
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.127,88

	2010
	5
	1
	2010
	5
	31
	31
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.598,81

	2010
	6
	1
	2010
	6
	30
	30
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.127,88

	2010
	7
	1
	2010
	7
	31
	31
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.598,81

	2010
	8
	1
	2010
	8
	31
	31
	$ 4.482.000
	103,8000
	71,1971
	$ 6.534.416,00
	$55.497,78

	2010
	9
	1
	2010
	9
	30
	30
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.127,88

	2010
	10
	1
	2010
	10
	31
	31
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.598,81

	2010
	11
	1
	2010
	11
	30
	30
	$ 1.179.000
	103,8000
	71,1971
	$ 1.718.892,56
	$14.127,88

	2010
	12
	1
	2010
	12
	31
	31
	$ 1.415.000
	103,8000
	71,1971
	$ 2.062.962,66
	$17.521,05

	2011
	1
	1
	2011
	1
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.678,16

	2011
	2
	1
	2011
	2
	28
	28
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$13.257,69

	2011
	3
	1
	2011
	3
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.678,16

	2011
	4
	1
	2011
	4
	30
	30
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.204,67

	2011
	5
	1
	2011
	5
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.678,16

	2011
	6
	1
	2011
	6
	30
	30
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.204,67

	2011
	7
	1
	2011
	7
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.678,16

	2011
	8
	1
	2011
	8
	31
	31
	$ 4.646.000
	103,8000
	73,4549
	$ 6.565.314,74
	$55.760,21

	2011
	9
	1
	2011
	9
	30
	30
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.204,67

	2011
	10
	1
	2011
	10
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.678,16

	2011
	11
	1
	2011
	11
	30
	30
	$ 1.223.000
	103,8000
	73,4549
	$ 1.728.235,02
	$14.204,67

	2011
	12
	1
	2011
	12
	31
	31
	$ 1.467.000
	103,8000
	73,4549
	$ 2.073.034,16
	$17.606,59

	2012
	1
	1
	2012
	1
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.666.157,64
	$14.150,93

	2012
	2
	1
	2012
	2
	29
	29
	$ 1.223.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.666.157,64
	$13.237,96

	2012
	3
	1
	2012
	3
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.666.157,64
	$14.150,93

	2012
	4
	1
	2012
	4
	30
	30
	$ 1.223.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.666.157,64
	$13.694,45

	2012
	5
	1
	2012
	5
	31
	31
	$ 1.223.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.666.157,64
	$14.150,93

	2012
	6
	1
	2012
	6
	30
	30
	$ 1.223.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.666.157,64
	$13.694,45

	2012
	7
	1
	2012
	7
	31
	31
	$ 1.284.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.749.261,17
	$14.856,74

	2012
	8
	1
	2012
	8
	31
	31
	$ 4.879.000
	103,8000
	76,1917
	$ 6.646.919,99
	$56.453,29

	2012
	9
	1
	2012
	9
	30
	30
	$ 1.284.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.749.261,17
	$14.377,49

	2012
	10
	1
	2012
	10
	31
	31
	$ 1.284.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.749.261,17
	$14.856,74

	2012
	11
	1
	2012
	11
	30
	30
	$ 1.284.000
	103,8000
	76,1917
	$ 1.749.261,17
	$14.377,49

	2012
	12
	1
	2012
	12
	31
	31
	$ 1.541.000
	103,8000
	76,1917
	$ 2.099.385,88
	$17.830,40

	2013
	1
	1
	2013
	1
	31
	31
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$15.000,53

	2013
	2
	1
	2013
	2
	28
	28
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$13.548,87

	2013
	3
	1
	2013
	3
	31
	31
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$15.000,53

	2013
	4
	1
	2013
	4
	30
	30
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$14.516,65

	2013
	5
	1
	2013
	5
	31
	31
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$15.000,53

	2013
	6
	1
	2013
	6
	30
	30
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$14.516,65

	2013
	7
	1
	2013
	7
	31
	31
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$15.000,53

	2013
	8
	1
	2013
	8
	31
	31
	$ 5.060.000
	103,8000
	78,0472
	$ 6.729.616,58
	$57.155,65

	2013
	9
	1
	2013
	9
	30
	30
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$14.516,65

	2013
	10
	1
	2013
	10
	31
	31
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$15.000,53

	2013
	11
	1
	2013
	11
	30
	30
	$ 1.328.000
	103,8000
	78,0472
	$ 1.766.191,86
	$14.516,65

	2013
	12
	1
	2013
	12
	31
	31
	$ 2.424.000
	103,8000
	78,0472
	$ 3.223.832,13
	$27.380,49

	2014
	1
	1
	2014
	1
	31
	31
	$ 1.340.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.748.273,15
	$14.848,35

	2014
	2
	1
	2014
	2
	28
	28
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$13.681,64

	2014
	3
	1
	2014
	3
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$15.147,53

	2014
	4
	1
	2014
	4
	30
	30
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$14.658,90

	2014
	5
	1
	2014
	5
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$15.147,53

	2014
	6
	1
	2014
	6
	30
	30
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$14.658,90

	2014
	7
	1
	2014
	7
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$15.147,53

	2014
	8
	1
	2014
	8
	31
	31
	$ 5.977.000
	103,8000
	79,5597
	$ 7.798.081,06
	$66.230,28

	2014
	9
	1
	2014
	9
	30
	30
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$14.658,90

	2014
	10
	1
	2014
	10
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$15.147,53

	2014
	11
	1
	2014
	11
	30
	30
	$ 1.367.000
	103,8000
	79,5597
	$ 1.783.499,55
	$14.658,90

	2014
	12
	1
	2014
	12
	31
	31
	$ 1.728.000
	103,8000
	79,5597
	$ 2.254.489,56
	$19.147,72

	2015
	1
	1
	2015
	1
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.720.566,67
	$14.613,03

	2015
	2
	1
	2015
	2
	28
	28
	$ 1.367.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.720.566,67
	$13.198,87

	2015
	3
	1
	2015
	3
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.720.566,67
	$14.613,03

	2015
	4
	1
	2015
	4
	30
	30
	$ 1.367.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.720.566,67
	$14.141,64

	2015
	5
	1
	2015
	5
	31
	31
	$ 1.367.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.720.566,67
	$14.613,03

	2015
	6
	1
	2015
	6
	30
	30
	$ 1.367.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.720.566,67
	$14.141,64

	2015
	7
	1
	2015
	7
	31
	31
	$ 1.846.000
	103,8000
	82,4697
	$ 2.323.457,26
	$19.733,47

	2015
	8
	1
	2015
	8
	31
	31
	$ 6.220.000
	103,8000
	82,4697
	$ 7.828.767,15
	$66.490,90

	2015
	9
	1
	2015
	9
	30
	30
	$ 1.436.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.807.413,12
	$14.855,45

	2015
	10
	1
	2015
	10
	31
	31
	$ 1.436.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.807.413,12
	$15.350,63

	2015
	11
	1
	2015
	11
	30
	30
	$ 1.436.000
	103,8000
	82,4697
	$ 1.807.413,12
	$14.855,45

	2015
	12
	1
	2015
	12
	31
	31
	$ 1.819.000
	103,8000
	82,4697
	$ 2.289.473,87
	$19.444,85

	2016
	1
	1
	2016
	1
	31
	31
	$ 1.504.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.772.985,87
	$15.058,24

	2016
	2
	1
	2016
	2
	29
	29
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$14.573,78

	2016
	3
	1
	2016
	3
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.578,87

	2016
	4
	1
	2016
	4
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.076,32

	2016
	5
	1
	2016
	5
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.578,87

	2016
	6
	1
	2016
	6
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.076,32

	2016
	7
	1
	2016
	7
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.578,87

	2016
	8
	1
	2016
	8
	31
	31
	$ 6.627.000
	103,8000
	88,0521
	$ 7.812.218,99
	$66.350,35

	2016
	9
	1
	2016
	9
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.076,32

	2016
	10
	1
	2016
	10
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.578,87

	2016
	11
	1
	2016
	11
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	88,0521
	$ 1.834.285,91
	$15.076,32

	2016
	12
	1
	2016
	12
	31
	31
	$ 1.868.000
	103,8000
	88,0521
	$ 2.202.086,17
	$18.702,65

	2017
	1
	1
	2017
	1
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.732,15

	2017
	2
	1
	2017
	2
	28
	28
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$13.306,46

	2017
	3
	1
	2017
	3
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.732,15

	2017
	4
	1
	2017
	4
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.256,92

	2017
	5
	1
	2017
	5
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.732,15

	2017
	6
	1
	2017
	6
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.256,92

	2017
	7
	1
	2017
	7
	31
	31
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.732,15

	2017
	8
	1
	2017
	8
	31
	31
	$ 6.809.000
	103,8000
	93,1129
	$ 7.590.511,94
	$64.467,36

	2017
	9
	1
	2017
	9
	30
	30
	$ 3.833.000
	103,8000
	93,1129
	$ 4.272.937,62
	$35.120,04

	2017
	10
	1
	2017
	10
	31
	31
	$ 2.432.000
	103,8000
	93,1129
	$ 2.711.136,00
	$23.026,09

	2017
	11
	1
	2017
	11
	30
	30
	$ 1.556.000
	103,8000
	93,1129
	$ 1.734.591,95
	$14.256,92

	2017
	12
	1
	2017
	12
	31
	31
	$ 1.975.160
	103,8000
	93,1129
	$ 2.201.861,59
	$18.700,74

	2018
	1
	1
	2018
	1
	31
	31
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$14.157,22

	2018
	2
	1
	2018
	2
	28
	28
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$12.787,16

	2018
	3
	1
	2018
	3
	31
	31
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$14.157,22

	2018
	4
	1
	2018
	4
	30
	30
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$13.700,53

	2018
	5
	1
	2018
	5
	31
	31
	$ 1.556.411
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.896,88
	$14.157,21

	2018
	6
	1
	2018
	6
	30
	30
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$13.700,53

	2018
	7
	1
	2018
	7
	31
	31
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$14.157,22

	2018
	8
	1
	2018
	8
	31
	31
	$ 6.977.337
	103,8000
	96,9199
	$ 7.472.641,38
	$63.466,27

	2018
	9
	1
	2018
	9
	30
	30
	$ 3.619.836
	103,8000
	96,9199
	$ 3.876.799,46
	$31.864,11

	2018
	10
	1
	2018
	10
	31
	31
	$ 2.691.300
	103,8000
	96,9199
	$ 2.882.348,92
	$24.480,22

	2018
	11
	1
	2018
	11
	30
	30
	$ 1.556.412
	103,8000
	96,9199
	$ 1.666.897,95
	$13.700,53

	2018
	12
	1
	2018
	12
	31
	31
	$ 2.081.630
	103,8000
	96,9199
	$ 2.229.399,91
	$18.934,63

	2019
	1
	1
	2019
	1
	31
	31
	$ 4.222.898
	103,8000
	100,0000
	$ 4.383.368,12
	$37.228,61

	2019
	2
	1
	2019
	2
	28
	28
	$ 1.864.766
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.627,11
	$14.848,65

	2019
	3
	1
	2019
	3
	31
	31
	$ 2.181.598
	103,8000
	100,0000
	$ 2.264.498,72
	$19.232,73

	2019
	4
	1
	2019
	4
	30
	30
	$ 1.864.765
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.626,07
	$15.909,26

	2019
	5
	1
	2019
	5
	31
	31
	$ 1.864.766
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.627,11
	$16.439,57

	2019
	6
	1
	2019
	6
	30
	30
	$ 1.864.766
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.627,11
	$15.909,26

	2019
	7
	1
	2019
	7
	31
	31
	$ 1.864.767
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.628,15
	$16.439,58

	2019
	8
	1
	2019
	8
	31
	31
	$ 9.104.682
	103,8000
	100,0000
	$ 9.450.659,92
	$80.265,88

	2019
	9
	1
	2019
	9
	30
	30
	$ 1.864.766
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.627,11
	$15.909,26

	2019
	10
	1
	2019
	10
	31
	31
	$ 1.864.767
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.628,15
	$16.439,58

	2019
	11
	1
	2019
	11
	30
	30
	$ 1.864.766
	103,8000
	100,0000
	$ 1.935.627,11
	$15.909,26

	2019
	12
	1
	2019
	12
	31
	31
	$ 2.403.294
	103,8000
	100,0000
	$ 2.494.619,17
	$21.187,18

	2020
	1
	1
	2020
	1
	31
	31
	$ 1.864.766
	103,8000
	103,8000
	$ 1.864.766,00
	$15.837,74

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	3650
	 
	 
	 
	IBL
	$2.377.620,74


	IBL
	SMMLV
	S*0.50
	# SEMANAS
	% ADIC.
	%TASA DE REEMPLAZO
	MESADA PENSIONAL INICIAL

	$ 2.377.620,74
	$ 877.803,00
	1,3543
	1334,86
	0%
	                               64,15 
	$ 1.525.141,42


	AÑO
	IPC
	VALOR MESADA RPM
	VALOR MESADA RAIS
	TOTAL
	No. MESADAS
	TOTAL

	2020
	1,61
	$ 1.525.141
	$ 877.803
	$ 647.338
	7,53
	$ 4.874.455

	2021
	5,62
	$ 1.549.696
	$ 908.526
	$ 641.170
	13
	$ 8.335.210

	2022
	13,12
	$ 1.636.789
	$ 1.000.000
	$ 636.789
	13
	$ 8.278.257

	2023
	9,28
	$ 1.851.536
	$ 1.160.000
	$ 691.536
	13
	$ 8.989.968

	2024
	5,2
	$ 2.023.359
	$ 1.300.000
	$ 723.359
	13
	$ 9.403.667

	2025
	 
	$ 2.128.574
	$ 1.423.500
	$ 705.074
	2
	$ 1.410.148

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	$ 41.291.705


Sin perjuicio de las que se continúen causando, pues como se explicó en precedencia el perjuicio reclamado es de tracto sucesivo. 

En cuanto a la prescripción de la acción de indemnización de perjuicios, dado que a la fecha no existe precedente, la Sala Mayoritaria de esta Corporación se inclina por la tesis de la imprescriptibilidad de la acción, toda vez que, como se indicó líneas atrás, el derecho a los perjuicios en estos casos, tiene carácter de obligación periódica o tracto sucesivo, como quiera que sus efectos se proyectan en el tiempo y el perjuicio está ligado al menoscabo del derecho pensional, de modo que no prescribe la posibilidad de reclamar la indemnización de perjuicios, pero sí las diferencias sobre las mesadas que no se hayan reclamado dentro de los tres años siguientes a su exigibilidad.


Ello así, como la primera diferencia pensional (a título de perjuicio), se causó el 1 de febrero de 2020; la accionante peticionó el pago de perjuicios ante Colfondos S.A. el 14 de junio de 2023
; y presentó la acción judicial el 17 de octubre de ese mismo año, se encuentran cobijadas por el fenómeno extintivo las causadas con anterioridad al 14 de junio de 2020. 

 
Incluso en aplicación de la suspensión de términos prevista en el artículo 1 del Decreto 564 del 15 de abril de 2020, desde el 15 de marzo de 2020 hasta el 30 de junio de 2020, esto es, por el lapso de 106 días o 3 meses y 16 días, conforme al Acuerdo PSCJA20-11581 del 27 de junio de 2020 del Consejo Superior de la Judicatura, la promotora de la litis tenía hasta el 18 de mayo de 2023 para radicar la acción judicial que presentó el 17 de octubre de 2023.
Es preciso advertir que, para el cómputo del término de prescripción, no se acogen los argumentos expuestos por la parte promotora del litigio, quien señaló haberse enterado del perjuicio en abril de 2020 al acercarse a retirar la mesada pensional. Si bien la comunicación en la que se reconoció la pensión de vejez carece de constancia de notificación, el certificado emitido por Protección S.A., que detalla los pagos realizados a la demandante, evidencia que el primer desembolso se efectuó el 27 de febrero de 2020. Por tanto, resulta razonable concluir que la demandante tomó conocimiento del monto de la pensión reconocida en el RAIS a partir de la fecha de dicha transacción, atendiendo al valor consignado.
De esta forma, si se inicia el cómputo del término de prescripción a partir de la fecha en que se realizó el primer pago, esto es, el 27 de febrero de 2020, las diferencias causadas a partir del 14 de junio de 2020 también estarían cobijadas por la prescripción, considerando que la pensionada tenía hasta el 13 de junio de 2023 para iniciar la acción judicial y evitar los efectos del fenómeno extintivo.
Ahora, el argumento según el cual el perjuicio no podía reducirse a la diferencia entre la mesada pensional reconocida en el RPM y la otorgada en el RAIS, la Corporación no lo comparte, ya que en la sentencia SL 3535 de 2021, referida a su vez en la sentencia SL 373 de 2021, se dispuso que, en casos de reparación por los perjuicios derivados del incumplimiento del deber de información, era procedente ordenar, a título de indemnización de perjuicios, “el pago a cargo de la AFP de la diferencia entre la prestación reconocida en el RAIS y aquella que hubiese tenido en el RPMPD. Esto es, imponer el pago de una renta periódica en los mismos términos en que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida,”, tal como fulminó condena la a-quo en primera instancia. 
Cabe agregar que el cálculo de la mesada pensional en el RPM, a efectos de establecer el monto de la condena por perjuicios, no requiere del conocimiento especializado de un perito, que exige para proceda este tipo de prueba, conforme a lo señalado en el artículo 226 del Código General del Proceso, pues las fórmulas empleadas para obtener el resultado se encuentran claramente enunciadas en la ley, puntualmente en los ya citados artículos 21, 33 y 34 de la Ley 100 de 1993.  

Aunado a lo anterior, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, establece que “Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales.” De manera que, es deber del juzgador ordenar la reparación en la forma que mejor resarza el perjuicio. 

Adicionalmente, no puede perderse de vista que la esencia de los asuntos que se tramitan ante la jurisdicción laboral difieren notoriamente de los de naturaleza civil -dentro de los que nació la teoría de la indemnización de perjuicios- Ello por cuanto en materia laboral, por efectos de la jurisprudencia consistente en que prescriben las mesadas pensionales pero no el derecho pensional, la reparación integral consistirá en la diferencia entre las mesadas, pero solo hasta el momento de la muerte del pensionado en razón de la equidad. 

Ahora, demostrado en el proceso que le acto de traslado del demandante estuvo desprovisto de información, y que con ello se le causó un perjuicio a la pensionada, conforme se explicó en el acápite considerativo al ser “[…] un principio general del derecho aquel según el cual quien comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC)”, es procedente solicitar la indemnización de perjuicios, “pero obviamente a cargo de quien se lo causó, esto es la AFP que propició el traslado”.
Por lo anterior, teniendo en cuenta que la AFP responsable del traslado de régimen pensional el 7 de diciembre de 1998 fue Colfondos S.A., se revocará parcialmente la sentencia para absolver a Protección S.A. por no haber sido la AFP que gestionó o intervino en el traslado de régimen, amén de que para el momento en que recibió a la actora como se afiliada, ya se encontraba incursa en la prohibición señalada en el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003. 
En su lugar, se declarará que la AFP Colfondos S.A. incumplió el deber de información a su cargo en la antesala del traslado de régimen pensional de la señora María Ana Lid Henao Pineda y, en consecuencia, se condenará a reconocer y pagar la suma de $41.291.705 a título de perjuicio, representativo de la diferencia de la mesada pensional no prescrita desde el 14 de junio de 2020 hasta el 28 de febrero de 2025; sin perjuicio se las diferencias que en lo sucesivo se continúen causando. 
En cuanto al recurso de apelación interpuesto por el demandante, en el que solicita el pago de los intereses establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, basta con señalar que, tal como dispone dicho artículo, estos se limitan exclusivamente a la mora en el “pago de mesadas pensionales”. Así, aunque en el caso de marras se condena a la AFP al “pago de una renta periódica en los mismos términos que lo habría hecho el régimen de prima media con prestación definida” con sustento en la sentencia CSJ SL 373 de 2021, esto se hace a título de perjuicio, y no como parte de la mesada pensional. De ahí que su pago no corresponde a la Administradora que reconoció la prestación económica de vejez, sino a aquella que facilitó el traslado pensional.
En su lugar, se mantendrá la indexación fulminada en primera instancia, con el fin de restablecer en su integridad la situación patrimonial a la que tenía derecho la actora de no haberse producido el daño causado por el traslado de régimen pensional ante la falta del deber se asesoría por parte de Colfondos S.A. 
Por último, ante las resultas del proceso en esta instancia procesal, se absolverá a Protección S.A. de pagar las costas procesales que le habían sido impuestas a favor del demandante, para imponer el pago a Colfondos S.A. debido a que se opuso al debate jurídico y resultó vencida en juicio, de conformidad con el numeral 1) del artículo 365 del Código General del Proceso.
En cuanto al demandante, se le absolverá del pago de las costas procesales de primera instancia respecto de Colpensiones, ya que este formuló como pretensión subsidiaria la ineficacia del traslado de régimen pensional, cuestión que no debía ser estudiada en virtud de la prosperidad de la pretensión principal. En ese contexto, era necesario que todos los demandados fueran parte de la litis como litisconsortes necesarios, considerando los efectos de una posible sentencia favorable al demandante, lo que implicaba dejar sin efecto el acto jurídico de traslado y, de forma consecuente los realizados con posterioridad, con el fin de mantener válida y vigente la afiliación primigenia al RPM, por lo que, debía garantizarse el derecho de defensa a todos los posibles perjudicados por los efectos jurídicos producto de un acto ineficaz.
Así, la vinculación de Colpensiones no fue un acto caprichoso por parte del demandante y, dado que no procedía estudiar las pretensiones subsidiarias debido al éxito de la pretensión principal, no puede considerarse que la accionante haya resultado vencida en juicio respecto de esta accionada, lo cual constituye la condición establecida en el artículo 365 del Código General del Proceso para imponer condena por este concepto.
No obstante, considerando que la pretensión principal, referida al pago de perjuicios, fue planteada en contra de Porvenir S.A., Protección S.A. y Colfondos S.A., y que únicamente esta última fue condenada, se procederá a modificar el numeral quinto de la sentencia recurrida para imponer las costas de primera instancia a cargo de la demandante en favor de Porvenir S.A. y Protección S.A., ya que, respecto a estas partes, su solicitud fue resuelta de forma desfavorable.

Sin costas en esta sede procesal, ante la resolución favorable del recurso de apelación propuesto por Protección S.A. y la prosperidad parcial del incoado por la demandante. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR los numerales primero y segundo de la sentencia proferida el 2 de octubre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso de la referencia, y en su lugar, ABSOLVER a PROTECCIÓN S.A. de todas las pretensiones incoadas en su contra. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, DECLARAR que la AFP COLFONDOS S.A. incumplió el deber de información a su cargo en la antesala del traslado de régimen pensional de la señora María Ana Lid Henao Pineda.

TERCERO: CONDENAR a COLFONDOS S.A. a reconocer y pagar a la demandante la suma de $41.291.705 a título de perjuicio, representativo de la diferencia de la mesada pensional no prescrita, esto es, desde el 14 de junio de 2020 hasta el 28 de febrero de 2025, sin perjuicio se las diferencias que en lo sucesivo se continúen causando, debidamente indexadas al momento del pago. 

CUARTO: MODIFICAR el ordinal cuarto de la sentencia de primera instancia, para DECLARAR probada parcialmente la excepción de prescripción propuesta por Colfondos S.A. y probadas las propuestas por PROTECCIÓN S.A. y PORVENIR S.A.

QUINTO: MODIFICAR el numeral quinto de la providencia recurrida para CONDENAR en costas de primera instancia a COLFONDOS S.A. en favor de la demandante en un 80% de las causadas.

Igualmente, se condenará en costas a la parte demandante en favor de PORVENIR S.A. y PROTECCIÓN S.A. en un 100% de las causadas. Sin costas respecto de COLPESIONES.
SEXTO: Confirmar en todo lo demás la sentencia objeto de alzada. 

SÉPTIMO: Sin costas en esta sede procesal. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

 
La Magistrada ponente, 

 Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado, 
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Salva voto
Con firma electrónica al final del documento
GERMAN DARIO GÓEZ VINASCO
Salva voto parcial
Con firma electrónica al final del documento
JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ
SALVAMENTO DE VOTO 

Con todo respeto me aparto de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria que confirmó la decisión de primer grado que condenó a la AFP a pagar a la actora el perjuicio económico que sufrió por el incumplimiento en el deber de información, por cuanto esta acción prescribió.

La sala Mayoritaria indicó que la acción para reclamar la indemnización de perjuicios es imprescriptible y que lo que prescriben son las diferencias sobre las mesadas que no se hayan reclamado dentro de los tres años siguientes a su exigibilidad.  
  
Postura que esta suscrita no comparte y para el efecto se apoya en lo expuesto en la sentencia SL373-2021 de la sala permanente de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, donde no se casó la sentencia del tribunal que negó la ineficacia de un pensionado en el RAIS y se dijo que lo que cabía era la acción indemnizatoria total de perjuicios a cargo de la administradora por falta de información, con apego en las reglas generales de reparación de perjuicios contenidas en los artículos 2341 del C.C. y 16 de la Ley 446 de 1998, donde en lo atinente con la prescripción de la acción expresó:  
  
"En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse desde este momento".  
  
Criterio que se ha mantenido en otras sentencias, entre ellas la SL 283-2024 de la Sala de descongestión en la que, siguiendo la anterior línea de la Sala Permanente, apuntó:  
  
“Por consiguiente, a pesar de que la pensión es un derecho imprescriptible, y las prestaciones autónomas que emanan de él, como lo son las mesadas pensionales, son prescriptibles, la indemnización de perjuicios derivada de la improcedencia de la ineficacia del traslado de régimen pensional porque el actor ostenta la calidad de pensionado del RAIS, es ajena a esas particularidades, pues se trata de una manifestación patrimonial no involucrada dentro del derecho pensional propiamente dicho.”  
  
Por su parte en la SL1246-2024 la Sala de Descongestión dijo:  
  
“De ahí que, como lo refiere la primera acusación, el Tribunal haya incurrido en interpretación errónea de la normativa de la proposición jurídica referente a ese término extintivo, toda vez que asimiló, sin ser posible, el derecho a la seguridad social en su categoría pensional (que es imprescriptible por su carácter de humano e irrenunciable), con el de reparación integral del daño, que tiene origen en el «principio general del derecho aquel según el cual quien comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC)» que , según se explicó en la decisión CSJ SL1577-2022, corresponde «al terreno de la responsabilidad y […] [la] indemnización de perjuicios»”.  
  
 También en la SL1179-2024 se expuso:  
  
 “sin embargo, esa imprescriptibilidad no se aplica a la indemnización de perjuicios por el daño causado con ocasión del traslado de régimen, en tanto es una consecuencia resarcitoria única que se paga por una sola vez, generada por el incumplimiento del deber de asesoría e información a cargo de la AFP, respecto  
de quien luego del traslado obtuvo la pensión en el RAIS.  
  
De allí que, como lo ha enseñado esta Corte, sea a partir del momento en que se conoce ese daño que debe reclamarse su compensación so pena de que se extinga la acción para demandarla judicialmente”.  
  
Por ello, no considero como un elemento de la institución de la pensión la indemnización de perjuicios por el incumplimiento en el deber de información al momento de traslado de régimen.  
  
Téngase en cuenta que la acción de perjuicios, sin importar la especialidad en que se incoe o jurisdicción, es prescriptible, pues no depende del hecho que la origine en que sea o no prescriptible como en este asunto lo consideró la sala mayoritaria.  
  
Todo ello porque lo reclamado es precisamente la indemnización; condena que equivale al pago de una suma única de dinero, más no a una mesada pensional, pese a que se acuda a esta con la finalidad de tasar el daño; por lo que no es pertinente decir que lo que prescribe es el pago de la diferencia mes a mes, pues se itera no se trata del derecho a la pensión de vejez y su consecuente mesada, sino una indemnización debido a una mala práctica de la AFP al obtener la afiliación del demandante.  
  
  
Ahora, con base en esta premisa de prescriptibilidad de la acción de perjuicios, el término es el establecido para la especialidad laboral, esto es, 3 años, que se cuenta desde el momento en que se reconoce la pensión.  
  
En confirmación de la postura está la decisión SL053-2022, de la sala de descongestión, cuya controversia radicó en la indemnización plena de perjuicios ante la imposibilidad de declarar la ineficacia de un pensionado en el RAIS, que siguió la regla inserta en la SL373-2021, que al resolver el caso concreto concluyó que la prescripción acaeció al cabo de los 3 años contados desde el estatus de pensionado.   
  
Así, en la sentencia SL053-2022 se indicó:  
  
"No obstante, «En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse desde este momento» (CSJ SL373-2021), lo que lleva a colegir que en el presente asunto aquel se superó con creces como lo sostuvieron las demandadas al proponer el correspondiente medio exceptivo, pues la pensión anticipada de vejez que se le reconoció a Roberto Cesáreo José Francisco Ceballos Restrepo lo fue a partir del 5 de abril de 2002 (f.° 31-32) y la presente acción judicial tan solo se ejerció el 24 de enero de 2018 como da cuenta el acta de reparto visible al anverso de la carátula final del expediente, esto es, superado ampliamente el término trienal contemplado en los artículos 488 del CST y 151 del CPTSS, razón por la cual no resulta procedente su imposición".  
  
Puestas de ese modo las cosas y ante la evidencia jurisprudencial para contabilizar el término de prescripción en los eventos de reclamación de perjuicios por la indebida información otorgada al momento de realizar la afiliación al RAIS, esto es, a partir del momento en que se adquiere la calidad de pensionado, que en ese asunto la acción prescribió.  
  
En efecto, en el evento de ahora María Ana Lid Henao Pineda alcanzó la gracia pensional de vejez en el RAIS desde el 1 de febrero de 2020, pero solo conoció del valor de su pensión hasta el 27 de febrero de 2020, pero la demanda en la que cimenta la ausencia de información como detonante de la indemnización perseguida solo la presentó el 17/10/2023, esto es, posterior al término trienal sin que haya suspendido la reclamación que presentó el 14 de junio de 2023 ante la AFP, por ser igualmente posterior a los tres años; por lo que, la acción tendiente a obtener la indemnización total de perjuicios prescribió el 1 de febrero del 2023, incluso tenido en cuenta la suspensión que ocurrió en razón de la pandemia, términos que se suspendieron el 16 de marzo de 2020 y reanudaron el 1 de julio de 2020. 
En estos términos salvo mi voto,    

  

  

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  

Magistrada   
� Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral, sentencia SL5688 de 2021, rad. 83576 del 6 de octubre de 2021. M.P. Iván Mauricio Lenis Gómez.


� Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral, sentencia SL5686 de 2021, rad. 82139 del 6 de octubre de 2021. M.P. Iván Mauricio Lenis Gómez.


� Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral, sentencia SL1926 de 2022, rad. 89920 del 27 de abril de 2022. M.P. Omar Ángel Mejía Amador.


� Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral, sentencia SL1055 de 2022, rad. 87911 del 2 de marzo de 2022. M.P. Iván Mauricio Lenis Gómez.


� Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral, sentencia SL 1618-2022, radicado 87821 del 4 de mayo de 2022, M.P. Gerardo Botero Zuluaga.


� CSJ SL 1055 de 2022.


� Archivo 02, páginas 21 a 35 del cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 02, página 83 cuaderno de primera instancia. 





